El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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Proceso:

Ejecutivo
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Compañía Suramericana de Seguros S.A.

TEMAS:
EJECUTIVO / COSTAS PROCESALES / NO ES OBLIGACIÓN SOLIDARIA CUANDO SON VARIOS LOS CONDENADOS / EL ASEGURADOR ASUME LA PROPORCIÓN QUE EQUIVALGA A LA INDEMNIZACIÓN QUE DEBA PAGAR / PERO ELLO DEBE ALEGARSE EN EL PROCESO INICIAL Y NO EN EL EJECUTIVO A CONTINUACIÓN.
… para el caso en concreto el título ejecutivo satisface las exigencias del artículo 488 del C.P.C. a la sazón vigente, esto es, que se trata de una obligación que emana de una sentencia de condena proferida por la justicia penal y la subsiguiente liquidación de costas, y que es expresa, clara y exigible. (…)
… en lo que atañe a la solidaridad, diríase que, en principio, le asiste razón al impugnante, en cuanto, a términos del artículo 1658 del C. Civil, es por virtud de la convención, del testamento o de la ley, que puede exigirse a cada uno de los deudores el total de la deuda, lo que la torna solidaria; y en el caso de ahora no media ninguna de estas fuentes. Y también, porque el artículo 1128 del estatuto mercantil, limita la concurrencia del asegurador en el pago de los gastos del proceso; sin contar con que, de acuerdo con el vigente artículo 392 del C.P.C. (cuya redacción se mantiene en el numeral 6 del art. 365 del CGP), la condena al pago de las costas debe ser proporcional al interés en el proceso y, a falta de disponerlo así el funcionario, han de distribuirse por parte iguales. 

En todo ello, se reitera, acierta. Pero, y es lo que no ha tenido en cuenta, como bien lo señaló el funcionario de primer grado, sucede que la Sala Penal de este Tribunal, en la sentencia que sirve de marco ejecutivo, como viene de referenciarse, en el ordinal quinto de la resolutiva señaló que el procesado, la persona vinculada como civilmente responsable y la aseguradora, pagarían las indemnizaciones y las costas de acuerdo con la distribución que se hizo en las motivaciones. 

Y allí, con meridiana claridad, por separado, dejó sentado que “Tales indemnizaciones serán canceladas de manera solidaria” por el condenado penalmente y los otros dos sujetos procesales (…)

… a pesar de que la llamada en garantía contaba con herramientas para lograr, cual lo hizo con la otra condena solidaria, que se limitara su obligación en lo concerniente al pago de las costas, las dejó pasar, en tanto que las decisiones judiciales, por más que se alejaran de los parámetros legales que señala, quedaron en firme y le sirvieron a los beneficiarios de las costas para reclamar, por esta vía ejecutiva, la satisfacción de las mismas, lo cual podían hacer, en virtud de la pregonada solidaridad, contra todos o contra cualquiera de los obligados declarada judicialmente.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo 

Pereira, marzo primero de dos mil diecinueve
Expediente: 66001-31-03-001-2012-00339-01
Acta No. 66 de marzo 1 de 2019
En cumplimiento de la orden impartida por la Corte Constitucional en la sentencia T-474 de 2018, decide la Sala nuevamente el recurso de apelación interpuesto por la demandada, contra la sentencia del 24 de abril de 2015, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta localidad, en el proceso ejecutivo que Colombia América Saldarriaga Betancurt, Paula Andrea, Natalia y Yenni Carolina Palacio Saldarriaga, le promovieron a la Compañía Suramericana de Seguros S.A. 

ANTECEDENTES

Se dijo en el libelo que mediante sentencia del 18 de junio de 2004, proferida por la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de este Distrito, en el proceso promovido contra Orlando de Jesús Quiceno Bedoya, fue condenado, entre otras cosas y junto con la llamada en garantía, Compañía Agrícola de Seguros S.A., al pago de los daños y perjuicios causadas a la parte civil, con la consecuente condena en costas procesales; ese fallo fue recurrido ante la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia y allí se inadmitió por auto del 16 de febrero de 2005; las costas fueron liquidadas el día 10 de septiembre de 2007, a favor de la parte civil, conformada por la señora Colombia Saldarriaga Betancurt y sus hijas Yenni Carolina, Paula Andrea y Natalia Palacio Saldarriaga, en la suma de cuarenta y ocho millones quinientos noventa y ocho mil ochocientos veintiocho pesos con ocho centavos “($48’598.828,8)”; objetadas por la compañía aseguradora, el 1º de octubre de 2007 la Sala de Penal desechó los argumentos expuestos y, en consecuencia, las aprobó sin modificación alguna.
A la fecha, dijeron, la sociedad demandada no ha cancelado la suma adeudada y la liquidación constituye un título ejecutivo por tratarse de una obligación clara, expresa y actualmente exigible; agregaron que la Superintendencia Financiera aprobó la cesión de activos, pasivos y contratos y de cartera de la Compañía Agrícola de Seguros S.A. y de la Compañía Agrícola de Seguros de Vida S.A., a favor de la Compañía Suramericana de Seguros de Vida S.A. y otros, y en tal virtud la entidad demandada se encuentra legitimada por pasiva para comparecer al proceso.
Por tanto, se pidió librar mandamiento de pago a favor de las ejecutantes por la suma aludida, más los intereses moratorios derivados de la misma a la tasa del 2,65% mensual, desde el 2 de octubre de 2007 hasta cuando se efectúe el pago total; además, reclamaron las costas que implicara esta ejecución. 

El juzgado libró la orden ejecutiva el 26 de febrero de 2008 en la forma solicitada, salvo en lo relacionado con la tasa de interés por mora que la fijó en un 6% anual, porque se trataba de una condena civil. 

Notificada la sociedad demandada, se pronunció por medio de apoderado judicial y propuso estas excepciones de fondo: (i) “pago y cobro de lo no debido” ante la inexistencia de solidaridad en costas por disposición legal y la limitación de la responsabilidad en las obligaciones por costas del proceso (agencias en derecho) de la aseguradora llamada en garantía. La hizo consistir en que la Sala Penal de este Tribunal aclaró su decisión en el sentido de que la compañía respondería conforme al valor asegurado pactado en el contrato, lo que efectivamente hizo, pues pagó las costas en proporción a la condena total, según lo convenido en la póliza, esto es, $4’495.931,oo; además, porque en materia de costas no existe solidaridad. Adicionalmente, la responsabilidad de la aseguradora frente a las costas procesales, está delimitada por el artículo 1128 del Código de Comercio. (ii) “Ineficacia sustancial del título ejecutivo por contrariar las normas que regulan su expedición”, por cuanto la Sala Penal había cerrado la discusión en torno a la responsabilidad de la aseguradora en la aclaración de la sentencia, del 9 de julio de 2004, sin embargo, al resolver la objeción a la liquidación de las costas, volvió a abordar ese tema de la solidaridad equivocadamente, por cuanto la etapa para señalar y distribuir la condena en costas, ya había sido superada. (iii) “Falta de legitimación en la causa” por activa, porque, dice, las agencias en derecho se fijaron a favor del apoderado de las ahora ejecutantes, y no de ellas. (iv) “excepción genérica de legalidad”, con apoyo en el artículo 306 del CPC. Finalmente, manifestó que ya esta Sala se había ocupado de revisar una sentencia anterior, en proceso de similares contornos, y el 23 de agosto de 2011 decidió revocarla por las irregularidades que halló en la conformación del título ejecutivo. 
Surtido su trámite, decretadas y practicadas las pruebas y corrido el traslado para alegar de conclusión, derecho del que ambos extremos de la litis hicieron uso, el juzgado emitió el fallo respectivo en el que declaró infundadas las excepciones opuestas, ordenó seguir adelante la ejecución en los términos del mandamiento de pago, dispuso el avalúo y posterior remate de los bienes que se llegaran a embargar y secuestrar y condenó en costas a la compañía ejecutada. Para ello hizo alusión, en síntesis, a los requisitos que debe contener el título ejecutivo, a la legitimación tanto por activa como por pasiva, al hecho de que el título arrimado como base de la ejecución es de aquellos denominados complejos, ajustado en este caso a lo estatuido por los artículos 488, 331 y 115 del CPC; agregó que no hubo límite respecto a la condena en costas del proceso penal, en cuanto a la obligación de la llamada en garantía, además de lo prevenido, en tal sentido, por el artículo 1128 del C.Co.; que los comprobantes de pago arrimados no hacen alusión a que hubiesen sido por concepto de costas, amén de que de los pagos realizados se concluye que corresponden a la indemnización ordenada en la sentencia penal, mas no a gastos procesales que no habían sido cuantificados a ese momento, y que dicha providencia efectuó una condena en forma solidaria.

Interpuso recurso de apelación la demandada que fue concedido en el efecto devolutivo y se sustentó en esta sede; en resumen, se afirma que como se está en presencia de un título ejecutivo complejo, el análisis debe hacerse desde el entendimiento global del conjunto de providencias que lo conforman y las normas procesales que lo regulan y en especial en cuanto a la condena en costas se refiere, teniendo en cuenta el límite de los valores amparados, pues así quedó plasmado y entendido en la sentencia de segunda instancia junto con la aclaración que sobre la misma se hizo; afirmó que con ocasión de la objeción a la liquidación de costas la Sala Penal erró en cuanto abordó el tema de la solidaridad, porque esa situación había quedado zanjada con el auto aclaratorio del fallo y que, conforme lo disponen los artículos 392 del CPC y el 85 de la Ley 45 de 1990, no está permitido efectuar condena por costas en esa forma; insistió en que se halla acreditado el pago alegado, conforme al valor proporcional a su cargo de las mismas; como petición subsidiaria, reclamó que se tenga en cuenta el pago parcial efectuado; finalmente solicitó revocar integralmente la sentencia. 
La parte contraria intervino para deprecar la confirmación del fallo, ya que el proceso ejecutivo es inviable para controvertir aspectos que no fueron objeto de resolución en el “proceso ordinario” que le dio origen; y que los argumentos expuestos por la demandada ya fueron resueltos, en forma desfavorable, cuando objetó la liquidación de costas, tanto por la solidaridad que refuta, como por su monto.

CONSIDERACIONES

1.

Los presupuestos procesales no tienen reparo, ni se ha incurrido aquí en causal alguna de nulidad que pueda derruir lo actuado. La deficiencia que hubo respecto de la intervención de Paula Andrea y Natalia Palacio Saldarriaga, quienes cumplieron su mayoría de edad, fue saneada, según consta en auto del 30 de julio de 2014 (f. 171, c. 1). 
2.
Sea lo primero señalar que esta decisión se adopta en cumplimiento de la orden impartida por la Corte Constitucional en la sentencia T-474 de 2018, promovida por los ejecutantes contra esta Sala, en la que se puso de presente un exceso ritual manifiesto al exigir que las copias allegadas se allanaran a los requisitos legales, lo que, dijo la alta Corporación, les conculcó el derecho sustancial a reclamar los perjuicios materiales y morales que la justicia penal les reconoció. 

Se resalta, sin embargo, que este asunto no versa sobre tales perjuicios que, en lo que atañe a la compañía de seguros, fueron pagados, sino a la ejecución de las costas impuestas en segunda instancia, que fue la actuación reproducida respecto de la cual se hallaron incumplidos los requisitos. 

Con todo, para ajustar la actuación a las observaciones de la Corte, se reproduce el ordinal tercero de la parte resolutiva del fallo que dice: 
“ORDENAR al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil – Familia, decidir el recurso de apelación interpuesto por la sociedad accionada, Suramericana de Seguros S.A., por el cargo relacionado con la solidaridad de la deuda ejecutada, sin que se desestime la validez del título ejecutivo complejo de acuerdo con lo manifestado en la parte considerativa de esta providencia.
  



Ante lo perentorio de la orden, queda relevada la Sala de cualquier análisis adicional al que se hizo en sede constitucional, en virtud del cual se concluyó jurídicamente que: 

   
Al asumir el fallador de segunda instancia en el proceso ejecutivo que no hay certificación de que las copias de la actuación de liquidación en costas fue expedida por orden del juez, para entender cumplido el requisito de los artículos 115 y 254 del Código de Procedimiento Civil, en el sentido de que tenían el mismo valor probatorio del original, es decir, que fueran primeras copias, adoptó un excesivo ritualismo que conllevó el desconocimiento de los derechos sustanciales de las accionantes y determinó, por consiguiente, la denegación de justicia y la vulneración de los derechos constitucionales fundamentales de acceso a la administración de justicia y al debido proceso, que se consolidó materialmente como un evento de palmaria denegación de justicia.

  
El exceso ritual manifiesto consistió en exigir que todos los documentos que conformaban el título ejecutivo complejo tuvieran todos y cada uno de los requisitos exigidos por dichas normas, sin tener en cuenta que, dado que se trataba de un título ejecutivo complejo, con que las providencias judiciales los tuvieran, era suficiente para evitar que se pudiera presentar una doble demanda ejecutiva, lo cual es el objetivo de las reglas de los artículos 115 y 254 del Código de Procedimiento Civil.

   



3. De manera que, siguiendo tal directriz, para el caso en concreto el título ejecutivo satisface las exigencias del artículo 488 del C.P.C. a la sazón vigente, esto es, que se trata de una obligación que emana de una sentencia de condena proferida por la justicia penal y la subsiguiente liquidación de costas, y que es expresa, clara y exigible. 

  



Expresa, porque la sentencia de la Sala Penal condenó al procesado, a la tercera civilmente responsable y a la compañía llamada en garantía -aquí ejecutada- al pago de las costas procesales, de acuerdo con la distribución que se hizo en la parte motiva (f. 44, c. 1).
  



Clara, porque en lo que a atañe a las costas, dijo la sentencia que “En lo concerniente con el apoderado que representa a la parte civil conformada por la señora Colombia Saldarriaga Betancurt y sus hijos, quien de manera activa actuó en el expediente (sic) solicitando pruebas, asistiendo a las audiencias preparatorias, quien interpuso y sustentó recurso de apelación contra el proferimiento (sic) de primera instancia, se le reconoce el 15% de las pretensiones aquí concedidas a favor de su causa… El pago de tales costas procesales, será cubierto de manera solidaria por el procesado, la tercera civilmente responsable y la compañía llamada en garantía” -se resalta- (f. 43, c. 1).
  



En atención a ese porcentaje y a la condena por perjuicios a favor de los aquí ejecutantes, que fue del orden de los $323’992.192,oo (materiales y extrapatrimoniales), la secretaría de la Sala Penal incluyó como agencias en derecho la suma de $48’598.828,80 (f. 59, c. 1), que fue la que, al final, aprobó esa Corporación, sin acoger las críticas que en su momento hizo la aseguradora, como se analizará más adelante (f. 69, c. 1). 

  



Se trató, entonces, de un valor preciso, cuyo pago se les impuso, solidariamente, al procesado, a la persona convocada como tercero civilmente responsable y a la aseguradora llamada en garantía. 
  



Y exigible, por cuanto las decisiones quedaron en firme, sin que el pago de ese monto se realizara por los condenados, con lo que era viable su ejecución. 
  



De ahí la razón para que el Juzgado se ocupara de las excepciones propuestas, que se nominaron pago y cobro de lo no debido, ineficacia sustancial del título ejecutivo por contrariar las normas que regulan su expedición y falta de legitimación en la causa por activa. Todas fueron negadas. La de pago, porque la compañía aduce que cubrió por ese concepto la suma de $4’495.931,oo, que es un valor muy diferente al que se ejecuta, por una parte, y por la otra, las consignaciones efectuadas refieren el pago del siniestro, no de las costas; y acerca de la solidaridad, porque ella fue definida por la Sala Penal, tanto en la sentencia, como al momento de resolver la objeción a la liquidación de las costas. 

  



Por tanto, dispuso seguir adelante la ejecución y contra esa decisión se alzó la compañía ejecutada, que hizo descansar su disenso en tres situaciones: (i) la inexistencia de solidaridad en el pago de las costas; (ii) el pago total de la obligación demandada; y (iii) Las falencias insubsanables del título ejecutivo. 
  



Sustentó la primera réplica en que el título allegado es complejo y, por tanto, ha debido considerarse la aclaración que la Sala Penal hizo al fallo, en el sentido de que la cantidad con la que debe indemnizar solidariamente la Compañía Agrícola de Seguros, será hasta por el máximo del monto contemplado en la póliza de seguro respectiva; además,  el artículo 392 del C.P.C. señala que si son dos o más lo litigantes que deben pagar las costas, el juez los condenará en proporción a su interés en el proceso; si nada se dispone al respecto, se entenderán distribuidas por partes iguales entre ellos; a su vez, el artículo 1128 del C. de Comercio, dispone que si la condena por los perjuicios ocasionados a la víctima excede la suma que, conforme a los artículos pertinentes de este título, delimita la responsabilidad del asegurador, este solo responderá por los gastos del proceso en proporción a la cuota que le corresponde en la indemnización. De manera que la solidaridad declarada desconoció tales parámetros jurídicos. 
 



La segunda, se funda en que, como consecuencia de lo anterior, el pago que hizo por la suma de $4’495.391,oo, que corresponde al porcentaje de su responsabilidad que ascendió a $30’000.000,oo, cubre la totalidad de la obligación que se le impuso. 

  



Y la tercera, en las deficiencias en la expedición del título complejo. 

4.
Para empezar por esto último, es suficiente con decir que la Corte Constitucional, mediante la sentencia de tutela que ahora se acata, definió que sí existe título ejecutivo en el presente caso, lo que implica que cualquier discusión sobre el particular se cae por su propio peso, pues las deficiencias que la parte resalta y que fueron tenidas en cuenta por esta Sala al desatar la apelación, fueron insuficientes en sentir de la mayoría de la Sala de Revisión, para restarle mérito ejecutivo a las copias allegadas. De hecho, la orden impartida es resolver, exclusivamente, sobre la ausencia de solidaridad impetrada. 
  
5. 
Ahora bien, en lo que atañe a la solidaridad, diríase que, en principio, le asiste razón al impugnante, en cuanto, a términos del artículo 1658 del C. Civil, es por virtud de la convención, del testamento o de la ley, que puede exigirse a cada uno de los deudores el total de la deuda, lo que la torna solidaria; y en el caso de ahora no media ninguna de estas fuentes. Y también, porque el artículo 1128 del estatuto mercantil, limita la concurrencia del asegurador en el pago de los gastos del proceso; sin contar con que, de acuerdo con el vigente artículo 392 del C.P.C. (cuya redacción se mantiene en el numeral 6 del art. 365 del CGP), la condena al pago de las costas debe ser proporcional al interés en el proceso y, a falta de disponerlo así el funcionario, han de distribuirse por parte iguales. 

  
En todo ello, se reitera, acierta. Pero, y es lo que no ha tenido en cuenta, como bien lo señaló el funcionario de primer grado, sucede que la Sala Penal de este Tribunal, en la sentencia que sirve de marco ejecutivo, como viene de referenciarse, en el ordinal quinto de la resolutiva señaló que el procesado, la persona vinculada como civilmente responsable y la aseguradora, pagarían las indemnizaciones y las costas de acuerdo con la distribución que se hizo en las motivaciones. 

  
Y allí, con meridiana claridad, por separado, dejó sentado que “Tales indemnizaciones serán canceladas de manera solidaria” por el condenado penalmente y los otros dos sujetos procesales; y más adelante, después de fijar el porcentaje de las agencias en derecho, precisó que “El  pago de tales costas procesales, será cubierto de manera solidaria por el procesado, la tercera civilmente responsable y la compañía llamada en garantía”. 

  
De manera que, atendiendo la forma de distribución de tales rubros, optó el juzgador por la solidaridad de los obligados a pagar, no solo la indemnización, sino las costas. 
   
Lo que vino enseguida, fue la solicitud de la llamada en garantía para que se aclarara ese fallo, pero ha de verse que lo hizo solo en lo que atañe a la primera situación, esto es, el pago de la indemnización, y sobre ello obtuvo respuesta favorable, en la medida en que la Corporación precisó, en auto del 9 de julio de 2004, que “…la cantidad con la que debe indemnizar solidariamente la COMPAÑÍA AGRÍCOLA DE SEGUROS, será hasta el máximo del monto contemplado en la póliza de seguro respectiva…”. 
  
Sin embargo, sobre las costas y la declarada solidaridad, el fallo quedó incólume, como que no fue aclarado, pudiendo haberlo sido, si la parte afectada lo hubiera también solicitado. Es decir, que en ese aspecto, causó firmeza y el efecto de ello, para el proceso ejecutivo que ahora se adelanta, es que se torna imposible para el juez modificar esa decisión que hizo tránsito a cosa juzgada. 

   
Y es que la cuestión no para allí, porque cuando la Sala Penal procedió a la liquidación de las costas, la aseguradora intervino para replicar ese trabajo y se le dio el alcance de una objeción, que se resolvió en contra de sus aspiraciones, justamente, porque en ese aspecto no hubo la limitación que se le dio a la obligación de cubrir el daño; más bien lo que se hizo fue ratificar que la condena era solidaria.

  
Esa providencia ningún reparo le mereció a la afectada, que guardó silencio sobre recursos, al menos el de reposición que le era propio. Así que también causó ejecutoria. 

  
Quiere significarse con lo dicho, que a pesar de que la llamada en garantía contaba con herramientas para lograr, cual lo hizo con la otra condena solidaria, que se limitara su obligación en lo concerniente al pago de las costas, las dejó pasar, en tanto que las decisiones judiciales, por más que se alejaran de los parámetros legales que señala, quedaron en firme y le sirvieron a los beneficiarios de las costas para reclamar, por esta vía ejecutiva, la satisfacción de las mismas, lo cual podían hacer, en virtud de la pregonada solidaridad, contra todos o contra cualquiera de los obligados declarada judicialmente. 

  
Lo que queda, eso sí, es que la aseguradora, una vez satisfaga la prestación, tiene el camino expedito para discutir una eventual subrogación, de manera que los codeudores salgan al cubrimiento de las partes que tienen en la deuda, según lo prescribe el artículo 1579 del estatuto civil. 

  
De acuerdo con lo dicho, tampoco esta réplica sale avante. 

  
6. 
Resta, en consecuencia, analizar lo que corresponda al pago que se argumenta desde la formulación de las excepciones. Y en este punto, en criterio de la Sala, sí le asiste razón, aunque sea de manera parcial. 

  
En efecto, en su defensa dijo la llamada en garantía que gracias a la aclaración del fallo penal en lo que hace a la indemnización, que se limitó al monto de la suma asegurada, pagó efectivamente la suma de $30´000.000,oo, que fue lo acordado en la póliza. Pero, adicionalmente, consignó a favor de la señora Colombia Saldarriaga Betancur, las sumas de $4’130.318,oo y $869.682,oo, es decir, $5’000.000,oo más. 
  
En la liquidación que efectuó la Sala Penal (f. 59, c. 1), se fijaron las agencias en derecho en $48.598.828,80, que equivalen a un 15% de un capital acumulado por indemnizaciones de $323’992.192,oo, como lo destaca la recurrente (f. 16, c. 3). Sobre aquel monto pagó los $30’000.000,oo que equivalían a un 9,25% aproximado; así que, en su ejercicio matemático, concluyó que el mismo porcentaje aplicado sobre el valor de las agencias en derecho ($48’598.828,80) debía cubrir por concepto de costas, lo que le dio un total de $4’495.391,oo. Este valor, más uno adicional hasta completar los 5 millones, más los 30 millones asegurados, fueron efectivamente pagados a la señora Saldarriaga Betancur, según consta a folios 8 a 12 del cuaderno 2, solo que ella, en el interrogatorio absuelto no supo dar cuenta de los valores que efectivamente recibió (f. 84 y 85, c. 2). 

  
El Juzgado desechó ese pago como parte de las costas, pues entendió que en los soportes respectivos se adujo que correspondía todo al siniestro (f. 103 a 106, c. 2), pero, para la Sala, no cabe duda de que su obligación frente al mismo, de acuerdo con lo pactado, ascendía a 30 millones de pesos, con lo que, bastante razonable es entender que lo demás, aunque en una percepción equivocada del monto total a pagar, producto de la solidaridad, correspondía a las costas que creyó deber. 

   
Por ello, se declarará probada parcialmente la excepción de pago en la suma de 5 millones de pesos, dado que se produjo después de la sentencia penal, con lo que se cumple el mandato del numeral 2 del artículo 509 del C.P.C., para entonces vigente. En ese sentido se modificarán los ordinales primero y segundo de la resolutiva del fallo que, en lo demás, se confirmará. 
   
En esta sede, por la prosperidad parcial del recurso, no habrá condena en costas (art. 392, numerales 3, 4 y 6, C.P.C.). 

 
DECISIÓN

 
En armonía con lo dicho, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia del 24 de abril de 2015, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta localidad, en el proceso ejecutivo que Colombia América Saldarriaga Betancurt, Paula Andrea, Natalia y Yenni Carolina Palacio Saldarriaga, le promovieron a la Compañía Suramericana de Seguros S.A., pero con la modificación de los ordinales primero y segundo de la parte resolutiva, que quedarán así: 

  
“PRIMERO: DECLARAR no probadas las excepciones formuladas por la parte demandada, salvo la de pago que prospera parcialmente, en la suma de cinco millones de pesos ($5’000.000,oo).
“SEGUNDO:
ORDENAR SEGUIR ADELANTE LA PRESENTE EJECUCIÓN, de conformidad con lo ordenado en el mandamiento de pago y la excepción que prospera parcialmente, por la suma CUARENTA Y TRES MILLONES QUINIENTOS  NOVENTA Y OCHO MIL OCHOCIENTOS VEINTIOCHO PESOS CON OCHENTA CENTAVOS (43’598.828,80), por concepto de capital, más los intereses moratorios legales sobre esta suma, a la tasa del 6% anual, de conformidad con el artículo 1617 del C.C., desde el 12 de octubre de 2007 hasta que se verifique el pago de la obligación”.
Sin costas en esta sede. 

  



Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
    DUBERNEY GRISALES HERRRERA
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